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PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES. Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira,  once de septiembre de dos mil trece 

Acta N° ___ de 11 de septiembre de 2013
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el señor JHON FREDY QUINTERO LASERNA contra la sentencia de 16 de mayo de 2012 proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira mediante la cual se negó el amparo constitucional pretendido.

ANTECEDENTES

Indica el accionante que inició proceso ordinario laboral de única instancia en contra de la sociedad Ramírez y Asociados Ltda Ingenieros Arquitectos; que el mismo correspondió por reparto al Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales.
Indica que al momento de tomarse la decisión de fondo, la titular del juzgado efectuó una indebida valoración probatoria e incurrió en una serie de contradicciones, que dieron como resultado la absolución del demandado frente a las pretensiones, situación que considera vulneratoria de su derecho fundamental al debido proceso, dado que se configuró una causal genérica de procedibilidad como es el error fáctico.
Por todo lo anterior, solicita se revoque la decisión del juzgado accionado y se profiera una nueva decisión, que atienda una correcta valoración probatoria.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual luego de admitirla corrió traslado por el término de dos (2) días al Juzgado accionado a efectos de que ejerciera su derecho de defensa.   Así mismo, con el fin de integrar a los terceros con interés legítimo al presente trámite, ordenó la vinculación de la Sociedad Ramírez y Asociados Ltda Ingenieros Arquitectos.
La sociedad vinculada, dio respuesta oportuna a la acción, informando que el actor laboró a su servicio a través de un contrato de trabajo a término indefinido, el que al momento de terminarse el vínculo fue liquidado y consignado a órdenes del actor en la cuenta de ahorros del cual es titular en el Banco Caja Social, hecho éste último que, no solo  fue corroborado por la entidad bancaria, sino también por el trabajador.

Sostiene que tal y como lo declaró la juez de instancia, en ningún aparte del trámite procesal quedaron evidenciados los extremos de la litis, motivo por el cual, a pesar de haber sido declarada la existencia del contrato de trabajo, no fue posible efectuar condena alguna en su contra, situación que por demás, desdibuja la vulneración de los derechos fundamentales del demandante. 

La titular del juzgado accionado se pronunció sobre los hechos de la demanda, indicando que en momento alguno fueron vulnerados los derechos fundamentales del señor Quintero Laserna, pues considera que el trámite impartido al proceso ordinario de única instancia que hoy se reprocha, fue desarrollado conforme a los procedimientos legales. 
Por otro lado, sostiene que las apreciaciones del actor, las cuales se presentan subjetivas y cargadas de insatisfacción por el resultado del proceso, no pueden invadir su criterio, para provocar instancias inexistentes, máxime cuando advierte una adecuada valoración probatoria de su parte, basada en los principios de la sana crítica y libre interpretación.

Finalmente, resalta que en el presente asunto no se encuentra configurado el principio de inmediatez, dado que la decisión cuestionada fue proferida el 5 de febrero de 2013 y la acción constitucional fue radicada el 2 de mayo del mismo año.

A pesar de haberse proferido decisión de fondo la cual fue impugnada oportunamente, esta Corporación, en providencia de fecha 4 de julio del año que corre –fls 71 a 76-,  hubo de declarar la nulidad de lo actuado, ante la falta de integración a la litis a los señores Martha Cecilia Sepúlveda de Ramírez, Walter y Paula Andrea Ramírez Sepulveda, demandados por el actor, ante la jurisdicción laboral.

Una vez vinculados al trámite dieron respuesta a la acción, en iguales términos que lo hizo la sociedad Ramírez y Asociados Ltda Ingenieros y Arquitectos, en su oportunidad.
Llegado el día del fallo la juez a quo, luego de hacer un recuento legal y jurisprudencial respecto a la procedencia de la acción de tutela para controvertir sentencias, encontró ajustada la actuación del Juzgado accionado a los lineamientos legales, procedimentales y jurisprudenciales que regulan el trámite que hoy se censura, al igual que compartió el análisis probatorio realizado por la juez al establecer la inexistencia de hitos temporales que le permitieran efectuar condena alguna en contra de la demandada.
Inconforme con tal decisión, el tutelante la impugnó indicando que en el presente asunto, la juez de tutela se enfocó en el trámite procesal y dejó de lado la prevalencia del derecho sustancial  sobre  las  formalidades  en orden a determinar que  se  ha  incurrido  en una vía de hecho  al configurarse  un  defecto  fáctico,  pues  reitera  la  incorrecta  valoración  de las pruebas realizada por la juez de conocimiento, toda vez que su versión inicial de los hechos, más exactamente de los extremos de la litis fue confirmada por tres testigos y uno más que indica que la relación laboral duró como cuatro meses y aún así atendió el documento denominado “Liquidación Final de Contrato de Trabajo” en el que se indica que la misma perduró por un año, afirmación que no es cierta.

Considera además, que la operadora judicial estaba llamada a advertir las maniobras engañosas en que incurrió la llamada a juicio, al tratar de inducir a error al juzgado con un testimonio contrario a la prueba documental, obligación que le compete, de acuerdo con lo dispuesto por el Código de Procedimiento Civil en el Titulo IV. 

Finalmente indica que en la sentencia de tutela, nada se dice frente a la falta de traslado de la sentencia para solicitar la aclaración de la misma.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Incurrió el Juzgado accionado en una vía de hecho al negar las pretensiones de la acción laboral iniciada por el actor en contra de la Sociedad Ramírez y Asociados Ingenieros y Arquitectos?

1. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas  "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como  decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado social de derecho. 
2. CASO CONCRETO
De acuerdo a lo planteado en el escrito de tutela y con las pruebas allegadas, se tiene que la accionante se duele que la juez Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira, no efectuara una correcta valoración de las pruebas recaudadas en el plenario para lograr una decisión favorable a sus intereses.
Sea lo primero advertir que, de acuerdo con lo anotado párrafos atrás, la acción de tutela contra decisiones judiciales, sólo es procedente en los casos en que resulte evidente la vulneración de derechos constitucionales,  limitante ésta que tiene su razón de ser en la importancia de acatar y respetar principios como la cosa juzgada, la independencia y la autonomía del juez.
Y es precisamente por ello, que luego de analizada la actuación cuestionada, no se percibe  irregularidad en el proceder de la juzgadora, amén de que en el trámite procesal y en el análisis jurídico y probatorio, tal como lo expresa el a-quo, no se percibe la incursión del juzgado de pequeñas causas, en actuación arbitraria o en proceder que constituya vía de hecho. 
De acuerdo con el audio de la sentencia, se tiene que en momento alguno la operadora judicial negó la existencia de un contrato de trabajo entre el actor y la sociedad demandada, por el contrario, el mismo fue declarado, pues no otra cosa se extrae del ordinal primero de la parte resolutiva de la decisión controvertida. Ahora, es oportuno aclarar que cuando la juzgadora de pequeñas causas laborales, hace alusión a la falta de coherencia respecto a la persona que contrató el actor, lo hace con relación a las versiones de los testigos y a los interrogatorios absueltos por las partes, análisis que finalmente no afecta la declaración antes anunciada.   
Respecto a la apreciación de  la falta de acreditación de los extremos de la litis, se tiene que los mismos no resultan claros, pues no hubo coincidencia entre las partes sobre este aspecto y las versiones de los testigos fueron diversas, en tanto que no fueron coincidentes ni con los hitos temporales de la relación laboral, ni con el término de duración de la obra, el cual afirman fue el laborado por el accionante.  Adicionalmente, la juez de primer grado encontró que el parentesco de los declarantes –padre y esposo de la prima del actor y un primo- con el trabajador afectó su imparcialidad, situaciones ambas que no merecen reproche alguno por parte de la Sala, pues a tales conclusiones arribó la operadora judicial, luego de efectuar una valoración pormenorizada y juiciosa de los elementos probatorios que se pusieron a su alcance; el hecho de que tal análisis no favorezca los intereses del accionante, no significa que se haya configurado un defecto fáctico, como se indica en el recurso.

Así mismo, se tiene que no es la acción de tutela el mecanismo llamado a atender los reproches del actor frente al documento denominado “LIQUIDACIÓN FINAL DEL CONTRATO DE TRABAJO”, toda vez que el señor Quintero Laserna, bien pudo tacharlo de falso cuando éste fue incorporado al plenario como prueba.
Igualmente, frente al traslado que afirma no le fue otorgado para solicitar la aclaración de la sentencia, debe precisarse que, una vez la juez notificó en estrados la decisión, le correspondía solicitar el uso de la palabra para hacer las manifestaciones que considerara pertinentes, sin que fuera necesaria la autorización de la funcionaria para ello.  Ahora bien, como quiera que así no obró el actor, la decisión quedó legalmente ejecutoriada, sin que contra ella procediera recurso alguno, por tratarse del proceso de única instancia. 

De lo  dicho,  cabe anotar,  que la decisión del Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales respecto a la acción laboral impetrada por el señor Jhon Fredy Quintero Laserna contra Ramírez y Asociados Ltda Ingenieros Arquitectos, Martha Cecilia Sepúlveda de Ramírez, Walter y Paula Andrea Ramírez Sepulveda, en criterio de la Sala, no fue violatoria del debido proceso o el derecho de defensa, ni en ella se incurrió en vías de hecho, pues la misma no se manifiesta desatinada, ni en su texto se perciben desaciertos ostensibles o contrarios al ordenamiento jurídico. En síntesis, la decisión no puede calificarse como arbitraria, abusiva o caprichosa; por el contrario, evidencia el respeto por los derechos procesales que le asisten a las partes y la adecuada valoración de los medios probatorios que ellas pusieron a su alcance.

Finalmente, es preciso llamar la atención del accionante en el sentido de que no es la tutela un mecanismo previsto para propiciar una segunda instancia cuando el litigante queda inconforme con la solución definitiva otorgada por la jurisdicción. 

Deben ser cuidadosas las partes cuando proponen acciones de tutela contra las providencias judiciales, pues un ejercicio que carezca de fundamentos reales, puede dar lugar, no solo a desvirtuar las bondades de tal mecanismo de protección ciudadana, sino también a congestionar irresponsablemente los despachos judiciales. 

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR, la decisión proferida por el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, el día dos (2) de agosto del año 2013.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCIA CAICEDO CALDERÓN

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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